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I. Introducción.

El término “Constitución” es usado en el lenguaje jurídico con 
una multiplicidad de significados, entre los que se destacan para 
los efectos de la presente ponencia, los siguientes: a) todo orde-
namiento político de tipo “liberal”, en el sentido de verdadero 
límite al poder político; b) cierto conjunto de normas jurídicas: 
que caracterizan e identifican todo ordenamiento, en el sentido 
de normas fundamentales;1 c) documento normativo que tiene 
ese nombre; y d) un particular texto normativo dotado de ciertas 
características “formales”, o sea de un peculiar régimen jurídico.2

1	 No se pasa por alto lo difícil que resulta concordar en cuáles normas deben 
ser consideradas fundamentales. En general, se puede convenir en que son 
normas fundamentales de cualquier ordenamiento: a) las que determinan 
la llamada “forma de Estado”; b) las que determinan la “forma de gobier-
no”; y c) las que disciplinan la producción normativa.

2	 Guastini, R. “Sobre el concepto de Constitución”, Cuestiones Constitucio-
nales. Revista Mexicana De Derecho Constitucional, vol. 1, núm. 1, 1999, ht-
tps://doi.org/10.22201/iij.24484881e.1999.1.5566 
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No se pasa por alto lo difícil que resulta concordar en cuáles 
normas deben ser consideradas fundamentales. En general, se 
puede convenir en que son normas fundamentales de cualquier 
ordenamiento: a) las que determinan la llamada “forma de Esta-
do”; b) las que determinan la “forma de gobierno”; y c) las que 
disciplinan la producción normativa.

La Constitución entendida como conjunto de normas funda-
mentales es llamada a su vez Constitución en sentido “sustancial” 
o “material”. Al concepto “material” de Constitución se conectan 
las nociones de “materia constitucional” y de “norma material-
mente constitucional”. 

Se llaman materialmente constitucionales las normas “funda-
mentales” de todo ordenamiento jurídico. Por otro lado, se llama 
materia constitucional al conjunto de objetos que son disciplina-
dos por tales normas.

II. Desarrollo

En términos generales, las constituciones escritas son fuentes del 
derecho. Se puede decir que la Constitución es fuente del dere-
cho por entender que las normas constitucionales son idóneas 
para disciplinar directamente no solo la organización estatal y las 
relaciones entre el Estado y los ciudadanos, sino también las re-
laciones entre particulares, y son por tanto susceptibles de apli-
cación jurisdiccional por parte de cualquier juez (y no solamente 
por parte del juez constitucional).3

En este orden de ideas, la reforma a la constitución implica 
un poder constituido que debe limitarse para evitar que una su-
puesta reforma constitucional sea una instauración constitucio-
nal, o sea, de la emanación de una nueva Constitución.

Todas las ideas anteriores rondan en torno al principio cons-
titucional de autonomía universitaria, uno de los valores éti-
co-políticos de nuestra constitución, cuya identidad material 
descansa precisamente en el conjunto de valores —o principios 

3	 Idem.
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supremos— que la caracterizan y la distinguen de cualquier otra 
Constitución. Este principio, en diversos momentos de la histo-
ria, pasada y reciente de nuestro país, ha resistido aún la tenta-
ción de su modificación-eliminación.

El principio de autonomía universitaria es un elemento sus-
tancial para la democracia mexicana y de trascendental importan-
cia por encima de cualquier otro interés para la vida universitaria.

Tal y como ha expresado en múltiples ocasiones don Sergio 
García Ramírez, La autonomía constituye, el “oxígeno” que respi-
ramos los universitarios, y una noción esencial para el desarrollo 
de la nación y la república, el imperio de sus libertades y la garan-
tía individual y social que favorece a la sociedad en la medida en 
que ampara el progreso de México y su juventud4.

La Universidad Autónoma de Yucatán es referente en el tema 
de la autonomía universitaria, pues ha pasado por varias etapas 
desde su fundación, habiendo nacido autónoma, hasta lograr lo 
que hoy es, una institución educativa con plena autonomía en la 
toma de decisiones. 

La historia de nuestra universidad ha estado pintada con va-
rios matices, como el tránsito que representó el año 1922, donde 
la enseñanza superior de estar a cargo del Instituto Literario de 
Yucatán, dependiente del Gobierno del estado. Esto cambia al 
entrar la administración del gobernador Felipe Carrillo Puerto, 
quien percibió los inconvenientes para tener una plena efectivi-
dad en la educación, representa el que la dirección de la misma 
esté en manos de la burocracia. 

Derivado de los acuerdos realizados por el propio Carrillo 
Puerto con el entonces secretario de Educación, el licenciado José 
Vasconcelos, inició ante la Legislatura del Estado el proyecto de  
creación de la Universidad Nacional del Sureste de México, la 
cual el 24 de febrero de 1922 vio expedida su propia ley, habien-
do nacido autónoma.

4	 García Ramirez, Sergio, “De nuevo, sobre la autonomía universitaria: un 
tema para la nación”, Revista Abogacia, octubre de 2023, https://www.re-
vistaabogacia.com/de-nuevo-sobre-la-autonomia-universitaria-un-tema-pa-
ra-la-nacion/
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Para 1979 había madurado la opinión de instalar la autonomía 
universitaria en la norma constitucional, con un doble propósito: 
a)  de proclamación normativa y programática de una decisión 
fundamental superveniente, ya que no primordial, y b) de pro-
tección frente a las vicisitudes de la vida política y los arbitrios 
del poder.

El presidente José López Portillo presentó al Constituyente 
Permanente, por conducto de la Cámara de Diputados, una ini-
ciativa de adición al artículo 3º constitucional, el 10 de octubre 
de 1979, la cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 9 de junio de 1980. 

En la exposición, el presidente: a) fijó un marco de filosofía 
educativa que rechaza “postulados cerrados a toda posibilidad 
dialéctica” y supone un sistema “ajeno a fanatismos y prejuicios, 
abierto a todas las corrientes del pensamiento universal y atento 
a la convicción del interés general, a la comprensión de nuestros 
problemas y al acrecentamiento de nuestra cultura”; b) recodó 
que la autonomía deriva de la ley; d) la resume como facultad 
de organización, administración y funcionamiento libres de las 
instituciones de cultura superior, que les permita ser “sustento 
de las libertades” y centros de formación de “individuos que con-
tribuyan al desarrollo del país”; f) reafirma el compromiso estatal 
de “respetar irrestrictamente la autonomía”; g) declara que las 
instituciones autónomas se hallan “obligadas con la colectividad 
nacional”; h) subraya la responsabilidad que aquéllas tienen “del 
cumplimiento de sus planes, programas, métodos de trabajo y de 
que sus recursos han sido destinados a sus fines”, i) manifiesta 
ante quiénes existe esa responsabilidad: “primeramente ante las 
propias comunidades, y en última instancia ante el Estado”.5 

La reforma se propuso liberar a las instituciones autónomas 
del asedio del Estado, llevando sus defensas al plano de la Consti-
tución misma; “Se consagra la autonomía universitaria como una 
garantía más para el pueblo mexicano, poniéndola, […], fuera del 
alcance de los tiranos y de los necios”.6

5	 Idem.
6	 Idem.
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La reforma constitucional de 1980 viene de las universidades 
en primera instancia, y solo en segunda, casi por encargo o enco-
mienda, del presidente de la República, siendo dos los temas en-
comendados por las universidades públicas al Ejecutivo federal, 
conforme a la exposición de motivos: garantizar la autonomía y 
precisar, con arreglo a esta, las relaciones laborales.

Hoy día, el marco normativo de la autonomía universitaria 
parte del contenido del artículo 3o. de la Constitución Federal, 
de la Ley General de Educación, publicada el 30 de septiembre de  
2019, la Ley General de Educación Superior, publicada el 20  
de abril de 2021 y de ahí a las leyes de cada una de las institucio-
nes de educación superior públicas y autónomas. 

De la fracción VII del artículo 3° constitucional se despren-
dieron garantías autonómicas que posee la universidad, es decir, 
aquellas atribuciones que corresponden a la asignación de ciertos 
deberes y facultades. 

Estas dimensiones y aspectos esenciales de la autonomía uni-
versitaria integran un conjunto de decisiones político-jurídicas 
fundamentales,7  que además del sustento constitucional por lo 
general constan, con distintos alcances y contenidos, en sus leyes 
orgánicas, las cuales se relacionan con lo siguiente:

•	 la autonomía universitaria y sus cuatro vertientes, auto-
gobierno, autodeterminación académica, autonomía y 
gestión administrativa y presupuestal;

•	 el conjunto de libertades académica, cátedra, investiga-
ción y pensamiento;

•	 la actuación a través de los órganos colegiados universita-
rios para decisiones académicas, y

•	 los valores universitarios como tolerancia, igualdad, res-
peto, autonomía, identidad y compromiso social.8

7	 González Pérez, Luis Raúl y Guadarrama López, Enrique, Tópicos del de-
recho universitario, México, UNAM, Oficina del Abogado General, 2010, 
pp. 25 y 26.

8	 González Pérez, Luis Raúl, “Por la defensa de la autonomía universitaria”, en 
Franco Martín del Campo, María Elisa et al., Aportes de Sergio García Ramírez al 
derecho y al humanismo, IIJ-UNAM-IECQ- el Colegio de Jalisco, México, 2022, 
vol. IV,  https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/14/6838/7.pdf 
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La Ley General de Educación en el segundo párrafo de su 
artículo 1º resuelve que “la función social educativa de las uni-
versidades y demás instituciones de educación superior a que se 
refiere la fracción VII de la CPEUM, se regulará por las leyes que 
rigen a dichas instituciones”. En este sentido, regula el denomi-
nado “tipo de educación superior” e invoca la fórmula constitu-
cional sobre autonomía universitaria. 

De la Ley General de Educación Superior, es particularmente 
relevante el artículo 2º, que reconoce la facultad reguladora de 
las propias universidades para su vida interna; dispone un régi-
men de consulta a la comunidad universitaria cuando se preten-
da modificar la ley orgánica universitaria, y reitera la atención a 
la autonomía a propósito del régimen de relaciones laborales. 

Se trata de una autonomía calificada e íntimamente vinculada 
a la democracia desde la perspectiva mexicana: “Sistema de vida 
fundado en el constante mejoramiento económico, social y cul-
tural del pueblo”.9

La idea de una universidad cifrada en el interés del pueblo, es 
decir, una institución que responde al concepto sustancial de de-
mocracia y que concurre, por lo tanto, al “mejoramiento econó-
mico, social y cultural” anunciado por el artículo 3º de la Cons-
titución, implica que la universidad ofrezca a quienes concurren 
a ella el acceso a una educación que garantice ese mejoramiento 
en toda circunstancia. 

Lo anterior impacta en el quehacer y el objetivo de quienes 
tienen a su cargo la educación: “Enseñar para la democracia, para 
la reafirmación del ser nacional y para la mejor convivencia hu-
mana. La verdad por medida, la libertad por instrumento, la de-
mocracia por objeto, esta es la caracterización constitucional del 
magisterio”.

Sin embargo, no hay verdadera autonomía universitaria si las 
condiciones en las que se establece no permiten el despliegue 

9	 Latapí, Pablo, “El pensamiento educativo de Torres Bodet: una apreciación 
crítica”, Revista Latinoamericana de Estudios Educativos, México, vol. XXII, 
núm. 3, pp. 13-44, https://cee.edu.mx/rlee/revista/r1991_2000/r_tex-
to/t_1992_3_02.pdf 
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de sus funciones ni aseguran la posibilidad de cumplir sus pro-
pósitos.

La autonomía, en muy amplio sentido, es un derecho que es-
grimen los individuos para acceder a la educación superior, un 
derecho de la sociedad para disponer de instituciones que le sir-
van en este ámbito esencial y como derecho de la institución uni-
versitaria para realizar sus fines, favorece a todos y asegura que la 
universidad pueda cumplir su encargo social. 

Ahora bien, en los tiempos que nos toca vivir se pueden vis-
lumbrar múltiples situaciones de riesgo, entre ellas: 

1.	 La tutela de la autonomía y las características que tiene la 
relación laboral universitaria, la exclusión de ciertos te-
mas con respecto a la colectiva. 

2.	 La hostilidad presupuestal. Como se sabe, la mayor porción 
del presupuesto asignado a todas las universidades públi-
cas procede del Estado, sea el federal, sean los locales. En 
todo caso, la “hostilidad” presupuestal pesa sobre las uni-
versidades como “espada de Damocles”, que a veces pende 
y en ocasiones cae sobre las instituciones con efectos de-
vastadores. La más notoria reversión de la autonomía, de 
facto, ya que no de jure, es el abandono presupuestal.10 

3.	 Las inquietudes reformadoras. Son legítimas y pueden ser 
provechosas. Hay el riesgo de que se desmonte la autono-
mía o se mediatice o se condicione en la ley secundaria 
que reglamentara las disposiciones constitucionales que 
echen por la borda el patrimonio jurídico universitario, 
que ha sido, baluarte de la autonomía, resguardo de la li-
bertad académica.  

10	 El artículo 119 de la vigente Ley General de Educación, de 2019, señala 
que el financiamiento que brinde el Estado a la educación no será menor a  
8% del PIB nacional. De este monto, al menos 1% del PIB se destinará  
a educación superior e investigación científica y humanística, así como a 
desarrollo tecnológico e innovación, en las instituciones públicas de educa-
ción superior. Esta disposición es consecuente con la norma constitucional 
que establece en favor de todas las personas el derecho a “gozar de los be-
neficios del desarrollo de la ciencia y la innovación tecnológica”, y con ese 
objetivo ordena al Estado apoyar dicha investigación proveyendo “recursos 
y estímulos suficientes” (art. 3º, fracc. v). 
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Sin embargo, la ilusión reformadora pudiera llevar a destinos 
inciertos, y hasta sombríos, sobre todo cuando todavía no existe 
madurez democrática; pacto nacional en puntos fundamentales, 
y serenas coincidencias en torno al interés superior de la na-
ción.11

Con relación a la tercera situación de riesgo, surge la pregun-
ta siguiente: ¿cómo defender la autonomía universitaria?, espe-
cialmente cuando alguna autoridad incurre en una violación a los 
derechos humanos, pues se afecta el derecho a la educación y 
formación de la sociedad, cómo se defiende y al mismo tiempo 
se puede fortalecer la institución que da vida a nuevas generacio-
nes dedicadas a proponer en las áreas científicas, intelectuales y 
culturales un nuevo ímpetu. 

La Ley General de Educación Superior, en su artículo 2°, 
párrafos segundo y tercero manifiestan acciones protectoras de 
la autonomía universitaria en donde dispone que ante cualquier 
acto legislativo en donde se vea involucrada la universidad, esta 
deberá ser previamente consultada, con la finalidad de no ser 
afectada en cualquiera de sus atribuciones o facultades. 

Si bien la consulta previa, representa un mecanismo de pro-
tección para las instituciones de educación superior, se enfoca 
únicamente en el menoscabo que pudieran sufrir en sus leyes 
orgánicas, a pesar de que es una protección a dicha garantía, aún 
no se ha establecido una protección a la garantía constitucional 
de la autonomía universitaria. 

11	 Hace tiempo, Gastón García Cantú planteó esta cuestión al rector Barros 
Sierra, quien repuso “Creo que después de un poco más de 25 años, la Ley 
Orgánica sigue siendo un instrumento eficaz para la vida universitaria. 
Evidentemente es perfectible como toda ley; sin embargo, siempre que se 
piense en modificarla hay que recordar que esto no depende de la voluntad 
de los universitarios, que, como toda ley, debe ser discutida y aprobada por 
las cámaras del Congreso; por consiguiente, hay siempre la duda de si cual-
quier iniciativa de reforma que mejorara este instrumento legal, no pudiera 
dar lugar a que prevalecieran puntos de vista distintos a los puramente uni-
versitarios. Entonces la ley resultará, en vez de mejorada, deteriorada en 
ese proceso de discusión y aprobación parlamentarios. Creo —concluyó— 
que puede mejorarse en algunos aspectos, pero si todavía sigue siendo un 
instrumento mayormente eficaz, creo que vale la pena no correr el riesgo”.
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¿Qué mecanismos de protección constitucional tienen las 
universidades públicas para defenderse? Sin lugar a duda se 
cuenta con un instrumento jurídico de nivel excepcional como 
lo es el juicio de amparo contra la entrada en vigor de normas de 
observancia general o en contra del primer acto de aplicación. 
Sin embargo, se ha estimado que puede fortalecerse este esque-
ma de protección, sumando una herramienta jurídica al arsenal 
del que se dispone actualmente.

El mecanismo al que se hace referencia se encuentra previsto 
en el Capítulo IV de la Constitución Política del Estado de Yuca-
tán, denominado “Del Control Constitucional Local”, y se deno-
mina acción de control previo de constitucionalidad.

Es importante precisar que el artículo 70 de la Constitución 
del Estado de Yucatán, establece que el control de constitucio-
nalidad local estará a cargo del Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia quien actúa en funciones de Tribunal Constitucional. 

Asimismo, precisa los casos que puede conocer dicho Tribu-
nal, entre los que se encuentran las controversias constituciona-
les, las acciones de constitucionalidad, acciones contra la omi-
sión legislativa o normativa.

En la fracción IV del referido dispositivo constitucional, es-
tablece:

IV.- De las cuestiones de control previo respecto de la constitucio-
nalidad de los proyectos de ley aprobados por el Pleno del Congre-
so del Estado y hasta antes de su promulgación y publicación; que 
podrán promover, el Gobernador; el treinta y tres por ciento de los 
integrantes del Congreso; el Fiscal General del Estado; los Titulares 
de los organismos públicos autónomos y los presidentes Municipa-
les en el ámbito de su competencia, en términos de Ley. 

Las decisiones del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, adopta-
das por medio del voto de las dos terceras partes de sus integrantes, 
en la que estime la inconstitucionalidad de las disposiciones conte-
nidas en los proyectos de ley aprobados por el Pleno del Congreso 
del Estado, serán obligatorias para este.

La ley determinará los procedimientos para la substanciación de las 
Cuestiones de Control Previo de Constitucionalidad.
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La acción de control previo de la constitucionalidad de pro-
yecto de ley, es un medio para la conservación del orden consti-
tucional, ya que analiza la constitucionalidad de aquellas disposi-
ciones jurídicas que, previo a su promulgación y entrada en vigor; 
posean una presunción de inconstitucionalidad. Su naturaleza es 
contener aquel acto, para que no produzca efectos negativos en 
el sistema jurídico por su mera aplicación.

En este orden de ideas se estima que la protección y salva-
guarda del principio constitucional de autonomía universitaria, 
bien pudiera fortalecerse con la inclusión de este medio de con-
trol en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Constitución Política del Estado de Yucatán prevé dicho 
control constitucional, pero no es la única, ya que subsiste en 
Coahuila de Zaragoza (artículo 90 de la Ley de Justicia del Estado 
de Coahuila), Nayarit (artículo 53 constitucional) y Oaxaca (106 
B, fracción IV constitucional). 

Actualmente, algunos países aplican dicho medio de con-
trol constitucional, sobre todo en los europeos como control 
preventivo o constitucional respecto a tratados internacionales. 
Este control se utiliza en el derecho internacional para validar la 
constitucionalidad de los tratados internacionales, ante la posible 
incompatibilidad de una disposición constitucional con el trata-
do internacional. Los Estados, al momento de manifestar su in-
tención de ser parte de un tratado internacional, deben verificar 
si su normativa interna —incluida su Constitución— no muestra 
ninguna contradicción con él.12

La propuesta versaría en concreto, en el sentido de incorpo-
rar en la constitución federal así como en las constituciones de 
los estados, el mecanismo jurídico consistente en el control pre-
vio de constitucionalidad de los proyectos de ley, de las legisla-
turas estatales o inclusive del Congreso de la Unión, que pongan 
o representen un riesgo o peligro para el principio de autono-
mía universitaria a fin de que puedan ser revisados y controlados 
constitucionalmente, de forma previa, conforme al contenido de 

12	 Basterra Diaz, Aurora, El control previo de instrumentos internacionales como 
proceso constitucional, México, SCJN,  https://www.scjn.gob.mx/sites/de-
fault/files/transparencia/documentos/becarios/128aurora-basterra-diaz.pdf 
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la fracción VII del artículo 3° constitucional, en consonancia con 
el segundo párrafo del artículo 1º de la Ley General de Educa-
ción, así como del artículo 2° de la Ley General de Educación Su-
perior, otorgando legitimación a las universidades públicas para 
accionar esta clase de mecanismo de control constitucional. 

III. Conclusión

La propuesta de un modelo de protección constitucional benefi-
ciaría a las comunidades educativas de las universidades públicas 
del país, favoreciendo la continuidad de la labor educativa, pero 
sobre todo fortaleciendo un elemento sustancial para la demo-
cracia mexicana y de trascendental importancia por encima de 
cualquier otro interés para la vida universitaria.

Y concluyo citando de nueva cuenta al doctor Sergio García 
Ramírez, La autonomía constituye, el “oxígeno” que respiramos 
los universitarios, y una noción esencial para el desarrollo de la 
nación y la república, el imperio de sus libertades y la garantía 
individual y social que favorece a la sociedad en la medida en que 
ampara el progreso de México y su juventud.

El control constitucional que se necesita fortalecería nuestra 
existencia como personas, como universidades públicas.
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